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EXP. N.º 03169-2006-PA/TC 
LIMA 
PABLO CA YO MENDOZA 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 1 O días del mes de octubre de 2008, el Pleno del Tribunal 
Constitucional, integrada por los magistrados Mesía Ramírez, Vergara Gotelli, 
Beaumont Callirgos, Calle Hayen y Eto Cruz, pronuncia la siguiente sentencia, con el 
voto singular de los magistrados Landa Arroyo y Álvarez Miranda, que se adjunta 

ASU TO 

El recurso de agravio constitucional interpuesto por don Pablo Cayo Mendoza 
con a la sentencia de la Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, de 
foj s 327, su fecha 25 de julio de 2005, que declaró infundada la demanda de autos; y 

Con fecha 4 de junio de 2004 el recurrente interpone demanda de amparo contra 
Alcalde, el Jefe de Personal y el Director de Servicios Comunales de la 

Municipalidad Distrital de Chorrillos solicitando que se declare inaplicable la Carta N.º 
034-UPER-MDCH, de fecha 17 de mayo de 2004, mediante la cual se le comunicó la 
imputación de la falta grave prevista en el inciso r~) del artículo 25. º del Decreto 
Supremo N. º 003-97-TR y se le concerlió el plazo de 6 días para que efectúe su 
descargo. Alega que con la caiia cuestionada se ha afectado el principio de legalidad 
porque no ha cometido la falta grave imputada, pues el día 9 de mayo de 2004 no 
concun-ió a laborar en estado de ebriedad, y sus derechos al debido proceso y a la 
libertad sindical debido a que el informe en que se sustenta la carta cuestionada no le ha 
sido puesto en su conocimiento para que pudiera ejercer su derecho de defensa y 

'· tamb:~n porque la carta c nada es una represalia por su afiliación al Sindicato de 
Trabajadores Munic · es de orrillos. 

Loymplazados s aradamente contestan la demanda y en forma coincidente 
manifiestan que el de andante fue despedido el día 4 áe junio de 2004 por haber 
incurrido en la comi "ón de la falta grave prevista en el inciso del artículo 25 .. º del 
Decreto St!prcmo .º 003-97-TR, toda vez que el día 9 de m o de 2004 concurrió a 
laborar ccn sínt nas de encontrarse en estado de ebriedad, 1 cual qiledo corroborado 
ante su negati de que se le efectúe el dosaje etílico ante 1 omisaría de ChoITillos de 
la Policía N cional del Perú. Asimismo señalan que el ...:spido del demandante no ha 
sido una represalia por su condicióll de afiliado 1 Sindicato de Trabajadores 
Municipales de Chorrillos. 
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El Quincuagésimo Primer Juzgado Especializado en lo Civil de Lima con fecha 
30 de junio de 2004, declara infundada la demanda por considerar que la pretensión del 
demandante debe ser dilucidada en la vía ordinaria y no a través del proceso de amparo, 
pues se requiere la actuación de medios probatorios para determinar si el demandante 
cometió o no la falta grave que se le imputa. 

La recurrida confirma la apelada por estimar que el demandante al haberse 
negado a pasar el dosaje etílico ante la Comisaría de Chorrillos no pudo demostrar que 
no ~a· concurrido a trabajar en estado de embriaguez, por lo que su conducta se 

cuentr, comprendida en la falta grave prevista en el inciso e) del a1iículo 25. º del 
Decret Supremo N.º 003-97-TR; y porque en autos no se encuentra probado que su 
despi haya sido como consecuencia de su afiliación al Sindicato de Trabajadores 
Mun·cipales de Chorrillos. 

§ Procedencia de la demanda 

l. En el presente caso, aún cuando el recurrente haya solicitado que se declare 
inaplicable la Carta N.º 034-UPER-MDCH del 17 de mayo de 2004, mediante la 
cual se le comunicó la imputación de la falta grave prevista en el inciso e) del 
artículo 25.º del Decreto Supremo N.º 003-97-TR, lo cierto es que mediante la Carta 
N.º 039-UPER-MDCH del 2 de junio del citado año, se le comunicó su despido por 
haber incurrido en la falta grave prevista en el inciso e) del artículo 25. 0 del Decreto 
Supremo N. º 003-97-TR, por lo que es esta última carta la que debe considerarse 
como el acto reclamado como lesivo a los derechos constitucionales del 
demandante. 

2. Por ello y en atención a los criterios de procedibilidad de las demandas de amparo 
relativas a materia laboral individual privada, establecidos en los fundamentos 7 a 
20 de la STC N.º 0206-2005-PA/TC, que constituyen precedente, este Tribunal 
considera que en el presente caso corresponde evaluar si el demandante ha sido 
objeto de un des i fraudulento o de un despido nulo, conforme alega en su 
demanda. 

§ Delimitación de 1 controversia 

3. El demanda e en su recurso de apelación obrante de fojas 2?/ a 285 alega que las 
cartas cue" 10nadas han vulnerado: a) el principio de legalida porque considera que 
no ha in rrido en la infracción de los deberes esenciales contrato, de tal manera 
que h ga irrazonable la subsistencia de la relación labo 1, b) su derecho al debido 
proceso porque no se puso en su conocimiento los In rmes N. 05 270-DSC-MDCH-
2004 y 019-04.DLP-DSCC-MDCH, y c) su derecho a la libertad sindical porque 
considera que su despido se ha efectuado como r esalia a su afiliación al Sindicato 
de Trabajadores Municipales de Chorrillos por participar en las actividades 
sindicales de dicho organismo gremial. 
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4. Delimitado así el objeto de la demanda de amparo, nuestro enjuiciamiento debe 
centrarse en determinar si el demandante al haber sido despedido ha sido objeto de 
una conducta contraria al principio de legalidad y que vulnera sus derechos 
fundamentales al debido proceso y a la libertad sindical. 

5. Para ello es preciso recordar que este Tribunal en la STC 0976-2001-ANTC ha 
establecido que el despido nulo se produce cuando se despide al trabajador por su 
mera condición de afiliado a un sindicato o por su participación en actividades 
sindicales; y el despido fraudulento se produce cuando se le imputa al trabajador 
~ os notoriamente inexistentes, falsos o imaginarios o se le atribuye una falta no 

pre sta legalmente. Ello debido a que si se prueban los hechos alegados por el 
de andante, la conducta de la municipalidad emplazada pueden encuadrarse dentro 
de ualquiera de las dos modalidades de despidos antes descritos. 

§ L afectación del principio de legalidad y el derecho al debido proceso 

A tal efecto es preciso tener presente, como ha puesto de manifiesto este Tribunal a 
partir de la STC 0010-2002-AI/TC, que el principio de legalidad exige que las 
conductas prohibidas estén claramente delimitadas por la ley, prohibiéndose tanto la 
aplicación por analogía, como también el uso de cláusulas generales e 
indeterminadas en la tipificación de las prohibiciones. 

Ahora bien, en el ámbito disciplinario laboral, el principio de legalidad se manifiesta 
o concretiza mediante el subprincipio de tipicidad o taxatividad, que impone que las 
conductas prohibidas (entiéndase faltas laborales) que conllevan sanciones de índole 
laboral estén redactadas con un nivel de precisión suficiente que permita a cualquier 
trabajador de formación básica comprender sin dificultad lo que se está 
proscribiendo, bajo amenaza de imponerse alguna sanción disciplinaria prevista por 
la ley. 

7. Al respecto debe señalarse que de la lectura de las Cartas N.º 034-UPER-MDCH y 
039-UPER-MDCH se des ende que la conducta imputada al demandante como 
falta grave se encontraría pificada en el inciso e) del artículo 25. º del Decreto 
Supremo N.º 003-97-TR en el artículo 87° del Reglamento Interno de Trabajo del 
Personal Obrero de la unicipalidad de Chorrillos. 

En ese sentido, P, a detemlinar si la sanción impuesta ha vulnerado el principio de 
legalidad y en articular el subprincipio de taxatividad, corr sponde a este Tribunal 
analizar si las antes citadas disposiciones norma · as resultan genéricas, 
indetemlinadas e imprecisas. 

8. Para ello es preciso señalar que el inciso e) del a culo 25 .º del Decreto Supremo 
N.º 003-97-TR considera como falta grave "La ncurrencia reiterada en estado de 
embriaguez o bajo influencia de drogas o suc:: a cias estupefacientes, y aunque no 
sea reiterada cuando por la naturaleza de la n ,1ón o del trabajo revista excepcional 
gravedad . La autoridad policial presta a u concurso para coadyuvar en la 
verificació!1 de tales hechos; la negatj a el trabajador a someterse a la prueba 
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correspondiente se considerará como reconocimiento de dicho estado, lo que se hará 
constar en el atestado policial respectivo". 

Por su parte el artículo 87° del Reglamento Interno de Trabajo del Personal Obrero 
de la Municipalidad de Chorrillos, obrante de fojas 92 a 109, establece que 
constituyen faltas laborales, entre otras, el "presentarse a sus labores en estado de 
embriaguez o bajo efectos de narcóticos". 

9. 1alizadas la citadas normas se debe concluir que en el presente caso no se ha 
v nerado el principio de legalidad, pues la falta imputada al demandante se 
e cuentra previamente determinada en la ley (!ex scripta), la cual es anterior al 

echo sancionado (!ex praevia), y describe un supuesto de hecho estrictamente 
detemünado (!ex certa) . Asimismo este Tribunal considera que las dos disposiciones 
citadas definen de manera precisa y cierta la conducta que se considera como falta 
laboral, razón por la que tampoco se vulnera el subprincipio de tipicidad o 
taxatividad. 

10. Por otro lado, de la lectura del inciso e) del artículo 25.º del Decreto Supremo N.º 
003-97-TR se desprende que esta norma, respecto al estado de embriaguez o 
toxicomanía en que puede incurrir el trabajador, refiere que se comete falta grave, 
en primer Jugar, cuando el trabajador asiste a su centro de trabajo a realizar sus 
labores reiterad:imente en estado de embriaguez o bajo el influjo de drogas o 
sustancias estupefacientes; y en segundo Jugar, cuando por Ja naturaleza de la 
función o del trabajo que realiza el trabajador tal hecho revista excepcional 
gravedad. 

11. De Ja Carta N.º 034-UPER-MDCH se desprende que la falta grave imputada al 
demandante consistiría en que el día 9 de mayo de 2004 habría asistido a su centro 
de trabajo a laborar con evidentes síntomas de ebriedad, lo cual a criterio de la 
municipalidad quedó c01Toborado con la negativa del trabajador a someterse al 
dosaje etílico ante la is ría de Chorrillos. 

12. Sobre el par · ular debe t nerse presente que el demandante en su carta de descargo 
ha recon ido que el d' 8 de mayo de 2004 ingirió bebidas alcohólicas y que el día 
sigui7.'.e, esto es e 9 de mayo del citado año, asistió a trabajar con aliento 
alcohólico, más o en estado de ebriedad. En este sentido, en su referida 
com.:micación s ala textualmente que "habiendo concurrido al sepelio de la madre 
de mi compa re espiritual, el día sábado 08.05.04; y be ºdo en forma moderada, 
evidente~~?te, al día siguiente pCldía sentirse el aliento < cohólico" y que el día 9 de 
mayo de {oo4 cuando se "presentó la Sra. Janet Díaz [él se acercó] para saludarla 
por el día de la madre; momento en el cual me habrí sentido el aliento alcohólico". 

13. En el presente caso resulta relevante tener n cuenta que el demandante ha 
reconocido que se negó a someterse al dosaje ílico ante la Comisaría de Cho1Tillos, 
porque consideraba que era evidente que · · encontraba en estado de ebriedad. 
Por ello, en aplicación Jel incis0 e) J~ : c. ' uio 25.º dei Decreto Supremo N.º 003-
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97-TR dicha negativa del demandante a someterse al dosaje etílico debe reputarse 
como reconocimiento del estado de ebriedad. 

stante lo señalado en el fundamento anterior, este Tribunal considera que el 
o del demandante viola el derecho constitucional al debido proceso sustantivo 

a que la Municipalidad emplazada al momento de imponerle la sanción lo 
hizo en contravención de los principios de razonabilidad y proporcionalidad, toda 
ve que no tuvo en cuenta lo establecido en el artículo 83° de su propio Reglamento 
In emo de Trabajo, el que señala que las sanciones disciplinarias de amonestación 
v, rbal o escrita, suspensión en sus labores o despido, se aplicarán en función de la 

avedad de la falta cometida, la categoría, la antigüedad y los antecedentes 
disciplinarios del trabajador. 

5. Por ello este Tribunal considera que la sanción impuesta al demandante resulta 
desproporcionada e irrazonable, pues si bien conforme se ha señalado en 
fundamento que precede al demandante se le puede reputar que ha incurrido en la 
falta grave que se le imputa, no es menos cierto que en ningún momento ha 
incurrido en algún acto de violencia, injuria o faltamiento de palabra verbal o escrita 
en agravio del empleador, del personal jerárquico o de otros trabajadores, ni ha 
ocasionado daño alguno al patrimonio ni al acervo documentario de la 
Municipalidad emplazada. Siendo así y teniéndose en cuenta que la Municipalidad, 
en la fundamentación de las cartas cuestionadas y durante el curso del proceso de 
amparo, no ha argumentado que el demandante tenga antecedentes disciplinarios, se 
debe concluir que la sanción impuesta (despido) no fue la más adecuada e idónea, 
pues la emplazada podía haberle impuesto cualquiera de las otras sanciones 
disciplinarias ya citadas anteriormente. 

16. Por otro lado debe señalarse que la falta de entrega al demandante de los Informes 
N. 05 270-DSC-MDCH-2004 y 019-04.DLP-DSCC-MDCH no ha afectado de modo 
alguno el ejercicio de sus derechos de defensa y al debido proceso, pues la 
infomrnción conteni n llos se reproduce en la carta de imputación de faltas; 
además adverti s que s ontenido es un resumen de los hechos que sucedieron el 
día 9 de m o de 2004 s decir, que no contienen ningún hecho que desconozca el 

tal motivo no haya podido desvirtuar en su carta de descargo. 

§ La afectación d derecho a la libertad sindical 

17. En cuant a la afectación del derecho a la libertad sindical conocido en el artículo 
28º, in so 1) de la Constitución Política del Estado, debe eñalarse que este derecho 
tiene como contenido la libertad de todo trabajador pa afiliarse a un sindicato; así 
como para el desarrollo libre de su actividad, ya sea el seno de la Administración 
Pública o de una empresa particular, en defensa y c utela de sus intereses, a cuyo fin 
se articulan las representaciones de los trabajado · s. 

18. Igualmente el derecho a la libertad sindic 
trabajador para que por razones de su afili c· 
menoscabo en sus derechos fundament e 

tiene como contenido el poder del 
n o actividad sindical no sufra ningún 
orno puede ser la diferencia de trato 



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

carente de toda justificación objetiva y razonable entre trabajadores sindicalizados y 
trabajadores no sindicalizados. 

19. Por ello, cuando se alega que un despido encubre una conducta lesiva del derecho a 
la libertad sindical, incumbe al empleador la carga de probar que su decisión 
obedece a causas reales y que no constituye un acto de discriminación por motivos 
sindicales. Para imponer la carga de la prueba al empleador, el demandante 
previamente debe aportar un indicio razonable que indique que su despido se origina 
a consecuencia de su mera condición de afiliado a un sindicato o por su 
participación en actividades sindicales. 

20. En el presente caso en autos no se ha probado que el despido del demandante haya 
obedecido a un acto de represalia por parte del empleador como consecuencia de su 
afiliación y actividad sindical, por lo que no se ha configurado la alegada lesión del 
derecho a la libertad sindical. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le 
confieren la Constitución Política del Perú, 

HA RESUELTO 

l. Declarar FUNDADA la demanda y en consecuencia NULA las Cartas N. 05 030-
UPER-MDCH y 034-UPER-MDCH. 

2. Ordenar a la Municipalidad Distrital de Chorrillos que cumpla con reponer al 
recurrente en su puesto de trabajo que desempeñaba; sin perjuicio de la sanción que 
se estime proporcional a la infracción laboral cometida. 

Publíquese y notifiquese. 

SS. 
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EXP. N.º 03169-2006-PA/TC 
LIMA 
PABLO CA YO MENDOZA 

VOTO SINGULAR DE LOS MAGISTRADOS LANDA ARROYO 
Y ÁLVAREZMIRANDA 

Con el debido respeto por la opinión del ponente emitimos el siguiente voto por las 
siguientes razones: 

§ Delimitación del petitorio de la demanda 

1. Del petitorio de la demanda de amparo interpuesta con fecha 4 de junio de 2004, se 
advierte que el demandante solicita en sede constitucional que se declare inaplicable 
la Carta 034-UPER-MDCH de fecha 17 de mayo de 2004, mediante la que se le 
comunicó la imputación de falta grave prevista en el inciso e) del artículo 25. 0 del 
Decreto Supremo 003-TR, debido a que considera que se afectó el principio de 
legalidad, el debido proceso y su derecho a la sindicalización. 

§ Con respecto al principio de legalidad alegado por el actor 

2. El recurrente alega que en la mencionada carta, se le comunica que ha incunido en 
falta grave prevista en el inciso e) del artículo 25. 0 del Decreto Supremo 003-97-TR 
y en el artículo 87º del Reglamento Interno de Trabajo del Personal Obrero de la 
Municipalidad de Chorrillos. 

Sobre el particular, manifiesta que los hechos tipificados como falta carecen de 
fundamento alguno constituyendo una evidente amenaza de violación a su derecho 
al trabajo y a no ser cesado sino por causa justa, no resultando aplicable la 
imputación. 

3. En atención :i lo señalado por el demandante, no puede alegarse la vulneración al 
principio de legalidad, toda vez que conforme se desprende de la Carta de preaviso 
de despido N.º 034-UPER-MDCH y la Carta de despido N. º 039-UPER-MDCH, la 
conducta imputada al demandante se encuentra tipificada tanto en el inciso e) del 
ai1ículo 25º del Decreto Supremo 003-97-TR, Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral, como en el artículo 87º del Reglamento Interno de Trabajo 
del Personal Obrero de la Municipalidad de Chorrillos. La primera de las nonnas 
referidas establece expresamente que: 

Artículo 25º.-
Falta grave es la infracción por el trabajador de los deberes esenciales 
que emanan del contrato, de tal índole, que haga irrazonable la 
subsistencia de la relación. Son/altas graves: 
( ... ) 
e) la concurrencia reiterada en estado de embriaguez o bajo la 



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

influencia de drogas o sustancias estupefacientes, y aunque no sea 
reiterada cuando por la naturaleza de la función o del trabajo revista 
excepcional gravedad. La autoridad policial prestara su concurso para 
coadyuvar en la verificación de tales hechos; la negativa del trabajador 
a someterse a la prueba correspondiente se considerará como 
reconocimiento de dicho estado, lo que se hará constar en el atestado 
policial respectivo. 

Igualmente, el artículo 87º del Reglamento Interno de Trabajo del Personal Obrero 
de la Municipalidad de Chorrillos establece: 

Artículo 87°.-
Constituyen faltas laborales, entre otras cosas, que darán lugar a una 
sanción disciplinaria, las siguientes: 
( ... ) 
Presentarse a sus labores en estado de embriaguez o bajo efectos de 
narcóticos. 

4. El actor, conforme a lo expresado en su carta de descargo obrante en autos a fojas 5, 
reconoció haber ingerido bebidas alcohólicas la noche anterior a su jornada laboral 
así como también reconoció que el 9 de mayo de 2004 se presentó a sus labores 
"con aliento alcohólico". A pesar de que el actor no aceptó expresamente que se 
haya presentado a laborar el 9 de mayo de 2004 con síntomas de embriaguez, afirmó 
que se negó a efectuar la prueba de dosaje etílico ante la autoridad policial, lo que 
además se desprende del certificado de dosaje etílico obrante a fojas 233, el cual 
refiere expresamente: 

"Observaciones: El usuario se negó al examen de dosaje etílico. A la 
apreciación subjetiva presenta signos de ebriedad (aliento alcohólico). 

5. Por tanto, se configuró un reconocimiento del estado de embriaguez del trabajador 
con fecha 9 de mayo de 2004, conforme al inciso e) in fine del artículo 25 º del 
Decreto Supremo Nº 003-97-TR. 

6. Adicionalmente, no cabe sostener que la Municipalidad emplazada, al momento de 
imponer la sanción, no haya actuado bajo los criterios de razonabilidad y 
proporcionalidad, debido a que la conducta del actor -la negativa a someterse a una 
prueba de dosaje etílico, la concurrencia al centro de labores en estado de 
embriaguez- implica no solo el incumplimiento de obligaciones de trabajo, la 
inobservancia del Reglamento Interno de Trabajo y el quebrantamiento de la buena 
fe laboral, sino resistencia a las órdenes relacionadas con las labores, conforme lo 
señala el inciso a) del artículo 25. º del Decreto Supremo Nº 003-97-TR. 

§ Con respecto al debido proceso alegado por el actor 

7. El actor alega que se ha vulnerado el debido proceso, toda vez que la Municipalidad 
emplazada no ha puesto en conocimiento el Informe N.º 270-DSC-MDCH-2004, de 
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fecha 13 de mayo de 2004. Sin embargo, y tal como se observa en el informe, a 
fojas 209, no se ha afectado ningún derecho relacionado al derecho de defensa y al 
debido proceso del recurrente, debido a que los hechos relacionados con la 
imputación de la falta grave son los mismos que obran en la Carta de preaviso N. º 
034-UPER-MDCH. Por consiguiente, el actor al presentar sus descargos de la 
imputación sobre falta grave ha hecho valer su derecho de defensa. 

§ Con respecto a la afectación del derecho a la libertad sindical 

8. La libertad sindical, está garantizada por el artículo 28º de la Constitución, que 
establece: 

Artículo 28°.-
"El Estado reconoce los derechos de sindicación, negociación colectiva y 
huelga. Cautela su ejercicio democrático: 

l . Garantiza la libertad sindical. 
( ... ). 

9. Asimismo se ha establecido que la libertad sindical no solo garantiza la protección 
colectiva de los trabajadores sindicalizados, sino también reconoce una protección 
especial para lo dirigentes sindicales, toda vez que estos últimos, libremente 
elegidos, ostentan la representación de los trabajadores sindicalizados a fin de 
defender sus intereses. Consecuentemente, todo acto lesivo, no justificado e 
irrazonable, que afecte a los trabajadores sindicalizados y a sus dirigentes, y que 
haga impracticable el funcionamiento del sindicato, deberá ser reparado (Cfr. 0206-
2005-P A y 01124-2001-AA). 

1 O. En el presente caso, el actor no es un dirigente sindical, por lo que no detenta la 
protección especial que alcanza a los mismos. 

11. Asimismo, consideramos que la Municipalidad emplazada al imputar al actor una 
falta grave por presentarse a sus labores en estado de embriaguez y la consiguiente 
negativa de realizarse el examen de dosaje etílico, no vulnera el derecho a la libertad 
sindical, toda vez que la falta grave cometida por el trabajador no implica la 
imputación por el solo hecho de ser el trabajador afiliado o no de un sindicato. El 
supuesto de hecho de la conducta sancionada es considerada como causa justa de 
despido en cualquier relación laboral, en forma independiente del cargo que 
ostenten los trabajadores en un sindicato. 

En consecuencia, somos de la opinión que debe declararse INFUNDADA la demanda. 

SS. 

LANDA ARROYO 
ÁL V AREZ MIRANDA 
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